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Informe de seguimiento situación de violencia, derechos 

humanos y riesgos para las y los defensores de derechos 

humanos y del derecho a la tierra en el departamento de 

Córdoba 
Presentación 

Durante la Misión Internacional de Observación de la situación de las y los defensores de derechos humanos en 

el contexto de implementación del Acuerdo de Paz, en Córdoba, realizada entre el 25 y 28 de septiembre del 

2017, se identificaron varios factores de riesgo y amenazas para las comunidades, líderes sociales y Defensores 

de Derechos Humanos, en adelante DDH con tendencia a incrementarse si las autoridades competentes no 

actuaban de manera inmediata. 

En efecto, en el mes de diciembre y lo que va corrido de enero de este año (2018) las condiciones de 

vulnerabilidad y desprotección para las comunidades, líderes sociales y DDH se han agudizado. Como se advirtió 

en el informe de Misión (ver resumen ejecutivo adjunto), los actores armados ilegales, particularmente el 

denominado Clan del Golfo o Autodefensas Gaitanistas, avanzan en su estrategia de control territorial, 

intimidación y acciones violentas contra pobladores, líderes comunitarios y DDH, sin que las autoridades civiles 

y militares, implementen medidas eficaces que garanticen la seguridad, protección y derechos de la población. 

Hechos recientes 

 Defensoría del Pueblo “Informe de Inminencia 0058-18” llama la atención sobre situación en el 

municipio de Tierra Alta: 

El pasado 19 de enero (2018) la Defensoría señaló una vez más que el Clan del Golfo intentaría consolidar el 

control territorial, de la población y de las economías ilegales que tienen lugar en el municipio de Tierralta. Agregó 

además que “el Clan del Golfo, haciéndose pasar por la guerrilla del ELN, estaría recibiendo financiación por el 

Cartel de Sinaloa en Tierralta, Córdoba”1. 

La Defensoría también aseguró que el interés del Clan del Golfo en los espacios recientemente conquistados, 

en el Nudo del Paramillo y en el territorio del pueblo Embera Katío del Alto Sinú en el municipio de Tierralta, es 

la economía ilegal del narcotráfico, ya que allí se encuentra la mayor parte de las hectáreas plantadas con coca 

en el departamento de Córdoba. 

Según denuncias recopiladas por el Sistema de Alertas Tempranas (SAT) “hombres armados provenientes del 

Urabá antioqueño fortalecieron la presencia ‘gaitanista’ en la región, quienes ahora patrullan en grupos de 15 a 

30 combatientes vestidos de camuflado y portando armas largas por las veredas, poblados y caseríos de Tierralta 

y Valencia, áreas que, en el pasado, estuvieron bajo el dominio de los frentes 5, 18 y 58 de las FARC. Con la 

participación de algunos excombatientes der las FARC, este grupo intentan controlar militar y socialmente un 

corredor estratégico que va desde los municipios de Puerto Libertador y Montelíbano; pasa por San José de Uré, 

                                                           
1 Ver: https://www.elheraldo.co/cordoba/defensoria-del-pueblo-advierte-posible-financiacion-del-cartel-de-sinaloa-al-clan-del-golfo. 19 de 
Enero de 2018 - 19:17.  

https://www.elheraldo.co/cordoba/defensoria-del-pueblo-advierte-posible-financiacion-del-cartel-de-sinaloa-al-clan-del-golfo
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el Bajo Cauca antioqueño; y se extiende hasta las localidades de Canalete, Los Córdobas, Puerto Escondido, 

Moñitos, San Bernardo del Viento hasta llegar al Golfo de Urabá”2. 

Ante esta situación el organismo le solicitó a la Policía, el Ejército, a las autoridades municipales y departamental 

de Córdoba reforzar las medidas de seguridad en la zona de Tierralta que contemplen la ubicación de puestos 

de control, el aumento de las labores de inteligencia y de las operaciones de registro y control de la Fuerza 

Pública con el fin de neutralizar el accionar al Clan del Golfo. 

Asesinatos de campesinos y líderes comunitarios en veredas cercanas al ETR de El Gallo 

El 3 de enero se registró un múltiple asesinato, cometido por las “Autodefensas Gaitanistas” en la comunidad 

indígena de Antadó, donde fueron asesinados Lucio Antonio Vásquez, John Esteban Rodríguez y Diego 

Armando Tapias. De acuerdo con las denuncias recibidas por la Defensoría del Pueblo, ese mismo día los 

‘gaitanistas’ habrían asesinado e incinerado los cuerpos de otras tres personas en la vía que comunica esta 

localidad con la vereda Santa Isabel del Manso, municipio de Tierralta. 

Previo a este atroz crimen se registró otro hecho que generó zozobra entre los habitantes de la vereda La Ossa, 

de Tierralta. El 22 de diciembre del año pasado, familiares de Guillermo Javier Artuz Tordecilla, dirigente 

comunitario y vicepresidente de la Asociación Campesina de Productores Progresistas de la vereda La Ossa, 

Ascaprodesa, denunciaron su desaparición luego que saliera al parque principal de Tierralta a cumplir una cita. 

Su cuerpo sin vida y con múltiples heridas de arma blanca fue hallado dos días después a orillas del río Sinú, en 

la vereda Chapinero. El hecho generó el desplazamiento forzado de toda su familia luego que denunciaran haber 

recibido mensajes en los que les advertían que atentarían contra sus vidas si colaboraban con las autoridades 

judiciales y de Policía. 

Asesinato, amenazas y desplazamiento forzado en el Alto San Jorge (San José de Uré) 

Líderes campesinos e indígenas del área rural de San José de Uré, denunciaron que el 18 de enero fue 

asesinado el presidente de la Junta de Acción Comunal de la vereda San Pedrito, a manos de  un grupo armado 

identificado con Autodefensas Gaitanistas. Este mismo grupo dio orden a las familias de irse de la zona, lo que 

ocasionó el desplazamiento de por lo menos 425 personas (131 familias) de cinco veredas que colindan con el 

territorio del resguardo Embera Dochama, al casco urbano de este municipio. 

Los líderes comunitarios agregaron que el 21 de enero se presentó un enfrentamiento entre actores armados en 

la vereda Campamento. A partir de esta fecha ha ingresado al territorio el Ejército Nacional y las comunidades 

temen que se genere un escenario de confrontación armada que coloque en medio a la población civil, con riesgo 

de nuevos desplazamientos, restricciones a la movilidad y afecte la cotidianidad de los pobladores de la zona.  

Dentro del grupo de desplazados se encuentran 15 familias indígenas Embera que se encuentran en uno de los 

albergues dentro de las instalaciones de la alcaldía, porque, además de la confrontación en el área rural, temen 

a los actores armados que también están haciendo presencia en el área urbana del municipio de Uré. El 

gobernador indígena teme que más familias indígenas se vean forzados a desplazarse en los próximos días. 

                                                           
2 Sistema de Alertas Tempranas SAT Informe de Inminencia 0058-18, Enero 14 de 2018. 
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La Oficina de Coordinación de Asuntos Humanitarios de Naciones Unidas (OCHA), corroboró esta información 

y señaló que cerca de 30 familias se encuentran albergadas en hoteles y las demás en casas de amigos y 

familiares; que la Personería municipal adelanta el proceso de toma de declaraciones y levantamiento de censo. 

Así mismo "se identifican necesidades urgentes en los sectores de Protección, Seguridad Alimentaria y Nutrición, 

Albergue, Agua, Saneamiento Básico e Higiene y Salud (atención psicosocial y salud mental)". 

Control social y territorial en zona rural de Ayapel 

En el municipio de Ayapel, Comunidad de Las Catas y la zona del “Garcero”, desde el 7 de diciembre  de 2017 

hicieron presencia hombres armados que se identificaron como “Águilas Negras” y manifestaron a líderes de la 

comunidad que “iban hacer patrullajes y a establecerse de manera permanente en la zona, porque habían sido 

informados de que se estaban presentando muchos robos y abigeato”. 

Efectos colaterales de lo que sucede en la zona “fronteriza” del bajo cauca Antioqueño 

La confrontación armada, asesinatos, desplazamiento forzado y crisis humanitaria que se está presentando en 

la subregión del bajo cauca antioqueño, municipio de Cáceres, involucra también al municipio de Montelibano. 

De acuerdo con la Alerta Temprana de Inminencia No. 009-18 emitida por la Defensoría del Pueblo3, un panfleto 

difundido por las Autodefensas Gaitanistas de Colombia, “informa a las poblaciones Caucasia, Tarazá y 

Montelibano que defenderán estos territorios a sangre y fuego”. 

Solicitudes urgentes 

 Ante los hechos descritos, consideramos que siguen vigentes las recomendaciones hechas por la Misión 

Internacional de Observación a la situación de las y los DDH en Córdoba y por tanto que las organizaciones 

nacionales e internacionales que participaron en la Misión, realicen acciones de incidencia para la adopción 

y cumplimiento de dichas recomendaciones por parte de los organismos estatales competentes. 

 

 Solicitar a las autoridades militares y policiales tomar las medidas necesarias para que en el marco de su 

presencia en el territorio y eventual confrontación armada, se proteja a la población civil, ajena al conflicto. 

 

 Urgir a los organismos humanitarios (nacionales e internacionales) respuestas y atención adecuada a la 

población desplazada que se encuentra en el casco urbano de San José de Uré y apoyar en esta tarea a 

las autoridades locales. 

 

 Exigir al gobierno nacional y a las autoridades civiles y militares, ejercer de manera eficaz el control territorial, 

que por lo que indican los hechos aquí descritos, están permitiendo de manera omisiva, que dicho control lo 

hagan los grupos armados al margen de la ley. El gobierno nacional debe cumplir, con carácter prioritario, 

el punto del acuerdo de paz con las FARC referido al desmantelamiento, control, investigación y sanción de 

las estructuras criminales que actúan en el departamento de Córdoba. 

 

 Solicitamos a la Unidad Nacional de Protección medidas concretas que garanticen la labor de las y los 

defensores de derechos humanos y reclamantes de Tierra del departamento de Córdoba.  

                                                           
3 Ver: Alerta Temprana de Inminencia No. 009-18, enviada por la Defensoría del Pueblo, el 22 de enero de 2018, al Ministro del Interior y 
Secretaría Técnica de la Comisión Intersectorial para la Respuesta Rápida a las Alertas Tempranas (CIPRAT) 


